Exp: 03-009991-0007-CO

Res: 2004-04944

SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. San José, a las quince horas con once minutos del seis de mayo del dos mil cuatro.-

Recurso de amparo interpuesto por Elías Jaen Jaen, portador de la cédula de identidad número 5-200-942, a favor de la ASOCIACION ADMINISTRADORA DE LA PRODUCCION AGRICOLA Y COORDINACION INSTITUCIONAL DEL ASENTAMIENTO SAN PANCRACIO, contra la CORPORACION DE DESARROLLO AGRICOLA DEL MONTE, LA COMPAÑIA BANANERA ATLANTICA SOCIEDAD ANONIMA Y LA MUNICIPALIDAD DE SIQUIRRES.

Resultando:

1.- Por escrito recibido en la Secretaría de la Sala a las dieciséis horas y tres minutos del veinticuatro de setiembre de 2003 (folio 1), el recurrente interpone recurso de amparo contra CORPORACION DE DESARROLLO AGRICOLA DEL MONTE, LA COMPAÑIA BANANERA ATLANTICA SOCIEDAD ANONIMA, LA MUNICIPALIDAD DE SIQUIRRES Y EL ALCALDE MUNICIPAL DE SIQUIRRES y manifiesta que el Instituto de Desarrollo Agrario, adquirió una finca conocida como San Pancracio y la distribuyó en pequeñas parcelas, beneficiando a treinta y tres familias campesinas, aproximadamente. Dicha finca colinda con las tierras cultivadas con banano, que son propiedad de las empresas Corporación de Desarrollo Agrícola del Monte (BANDECO) y con la Compañía Bananera Atlántica (COBAL). Alega que se han visto afectados en los últimos tiempos y especialmente en diciembre pasado, por las inundaciones acaecidas, debido a que esas dos empresas bananeras han construido diques para proteger sus plantaciones, ocasionando la transformación de los cauces naturales de las aguas y redireccionando las mismas hacia su asentamiento. Ello ha hecho que las aguas discurran en forma violenta en las épocas de altas precipitaciones e inundaciones. Por esa situación, se ha puesto en peligro gran cantidad de vidas humanas; y también se han dañado las tierras, cultivos, ganado, aves y la salud pública, tal como sucedió en diciembre pasado, cuando todos los parcelemos tuvieron grandes pérdidas económicas, además del impacto social y psicológico sufrido por sus familias. A pesar de que la Municipalidad de Siquirres tiene conocimiento de los movimientos de tierra y la construcción de diques, no ha adoptado las medidas necesarias para preservar el medio ambiente y proteger la seguridad física y psicológica de los habitantes del cantón. Explica que ha mediados del dos mil dos, las compañías bananeras recurridas, han venido construyendo diques en los márgenes de los cauces de los ríos Pacuare y Reventazón, así como en quebradas naturales internas de las fincas y alrededor de las mismas, a fin de proteger sus plantaciones. Al construir esos diques, se ocasiona una variación en los niveles topográficos entre los terrenos de las compañías bananeras y los de su asentamiento, quedando un desnivel en el lado del asentamiento. Al producirse las fuertes precipitaciones en ciertas épocas del año, y al darse la redirección de las aguas, por la construcción de los diques, se producen excedentes de aguas que los canales internos de las fincas no pueden manejar. Tales circunstancias ocasionan desbordamientos violentos hacia el asentamiento San Pancracio -que ha quedado con un desnivel topográfico- lo cual genera a su vez, efectos devastadores en las parcelas. Indica que en la localidad de Meryland, frente al Asentamiento de San Pancracio, se ubica el Colegio público de Meryland, el cual se vio afectado por los hechos descritos. Eso le preocupa, debido a que es el centro de enseñanza secundaria al que asisten los hijos de todas las familias de la zona, y cuenta con uno de los laboratorios de cómputo más modernos, el cual podría perderse si se da una nueva inundación. Igualmente, como consecuencia de las inundaciones, los tanques sépticos y drenajes colapsan, produciendo contaminación, con el peligro inminente para la salud pública, al igual que la contaminación por desechos sólidos y otros productos utilizados en la agricultura del banano. Por las inundaciones, varias familias vieron destruidas sus casas y tuvieron que construir nuevamente sobre pilotes de hasta un metro cincuenta de altura, medida que no era necesaria anteriormente. Afirma que las recurridas continúan construyendo diques. A raíz de esos eventos, investigaron si esas compañías tenían los permisos establecidos por ley, para el movimiento de tierras y construcción de diques. Se enteraron de que ninguna de las dos empresas tienen los permisos respectivos ni los estudios de impacto ambiental, que permitan conocer la viabilidad para construir diques en la zona, así como las consecuencias que ello originaría. Por otra parte, debido a los trabajos realizados por las empresas bananeras, los bancos no autorizan créditos para el desarrollo socio económico de la comunidad de San Pancracio, al considerarla de alto riesgo. Solicita que se declare con lugar el recurso, por violación a lo dispuesto en los artículos 21 y 50 de la Constitución Política. Solicita el recurrente que se declare con lugar el recurso, con las consecuencias legales que ello implique.

2.- Informa Francisco Clough Robinson, en su condición de Apoderado Generalísimo de la Compañía Bananera Atlántica Limitada (folio 136), que –a su juicio- el asunto que aquí se trata es meramente patrimonial, pues en el fondo se trata de un reclamo que se formula en nombre de una comunidad que le atribuye a las compañías y municipalidad recurridas una conducta dañosa por la que reclaman el pago de una suma ejecutable en sentencia. Así, presenta excepción de falta de competencia, por lo que el asunto debe ventilarse en los tribunales comunes, ya que es en esa sede en la que con el acopio de la pruebas pertinentes se puede debatir si las recurridas son o no responsables de los daños y perjuicios que les son endosados, pues la acción presentada en su contra no cuenta con pruebas en las que se demuestre que las construcciones de los diques (cuya autoría se les endilga) sean las causantes de las inundaciones, y no otras causas como los cauces naturales de los ríos, las altísimas precipitaciones pluviales que se producen casi todos los años en la Zona Atlántica, el levantamiento de la plataforma continental originado por el terremoto de Limón, etc. Alega que el recurrente no ha presentado prueba, como es su obligación, y en razón de esto es imposible que se produzca una sentencia declarativa de responsabilidad. Presenta, también, excepción de prescripción debido a que, según las propias afirmaciones del recurrente, las construcciones de los diques y las inundaciones se produjeron en junio o julio y en diciembre del 2002, lo que confirma que desde esas fechas ya han transcurrido sobradamente los dos meses a los que se refiere el párrafo segundo del artículo 35 de la Ley de Jurisdicción Constitucional, y tratándose de un asunto meramente patrimonial, el presente recurso resulta totalmente improcedente por la excepción de prescripción. En cuanto a los hechos señala que a su representada no lo consta como se constituyó el Asentamiento de San Pancracio y como se distribuyeron las parcelas durante su formación, aunque reconoce que esas tierras colindan en parte con propiedades de su representada. Niega que su representada construyera recientemente diques u obras de protección en los márgenes de los Ríos Pacuare y Reventazón, y que como consecuencia de esas obras se produzcan las inundaciones que se mencionan. Señala que en el pasado, con las autorizaciones, licencias y permisos que en se entonces se exigían su representada colaboró con dinero y maquinaria, en obras de protección, especialmente diques que en los Ríos Siquirres, Pacuare, Mona y Reventazón, construyeron empleados e Ingenieros de la Dirección General de Obras Portuarias y Fluviales del Ministerio de Obras Públicas y Transportes y algunas organizaciones vecinales de origen local, precisamente con la intención de  salvaguardar no solamente plantaciones y fincas, sino que, en especial, a los pobladores de las zonas más afectadas con las crecidas naturales de esos ríos, sobre todo en la zona denominada Llenas, que son fenómenos imprevisibles climatológicos, acompañados de gran precipitación pluvial que ocasionan inundaciones en toda la zona atlántica, como ha sucedido en los últimos años, en lo que estos fenómenos, han sido más frecuentes por el efecto invernadero y la deforestación ocasionada por los hombres. Agrega que en el pasado su representada y otros propietarios y poseedores de fincas ubicadas en la ribera izquierda de los Ríos Pacuare, Siquirres y La Mona, se vieron obligados a construir, contando con los permisos respectivos, diques y obras de protección para evitar que poblaciones como la de San Pancracio, se vieran afectadas con inundaciones como las que señala el recurrente, debido a que las construcciones de diques realizadas por Standard Fruit, Dole, Caribana, a lo largo de la ribera derecha de los ríos mencionados, ocasionan el desbordamiento de sus cauces por el desnivel topográfico que esas obras han originado con respecto a las tierras ubicadas en la ribera izquierda de esos ríos, y que afectan por igual todas las propiedades ubicadas en esas márgenes. Niega que su representada sea responsable por las inundaciones y desastres naturales que menciona el recurrente, pues al igual que el Asentamiento San Pancracio, han tenido que hacer frente a las inundaciones y desbordamientos de los ríos mencionados, que todos los años se producen en la zona. Agrega que no existe razón lógica ni legal para que tal acusación tenga fundamento, pues tanto las tierras de su representada como las del Asentamiento en cuestión, están situadas en un desnivel topográfico pronunciado respecto de las tierras ubicadas en la ribera izquierda de los ríos indicados, de tal manera que cualquier fenómeno climatológico o atmosférico que produzca precipitaciones pluviales, a quien perjudicará será a dichas fincas. Solicita que se desestime el recurso planteado.

3.- Informa bajo juramento Miguel Quirós León, en su condición de Alcalde la Municipalidad de Siquirres (folio 150), que en fechas 2 y 10 de junio de 2003, se recibió ante esa municipalidad solicitud de información presentada por el recurrente, en la cual se requería saber si se había otorgado permisos de construcción para diques; asimismo, se preguntó si de conformidad con el Decreto de Emergencia N°30059-MP se incluyó dentro del Plan Regulador de Emergencia la extracción de materiales para la construcción de diques en las márgenes de los ríos Pacuare y Reventazón. Señala que oportunamente al Municipalidad de Siquirres dio respuesta a las inquietudes planteadas por el amparado, mediante oficio del 10 de julio y 1 de julio, ambos de 2003. Manifiesta que en ningún momento el promovente solicitó intervención directa de ese ente municipal en los términos que refiere en la interposición del presente recurso, limitándose únicamente a remitir solicitudes de información, a las cuales siempre se dio respuesta. Agrega que de conformidad con el artículo 89 de la Ley de Aguas N°276, los dueños de predios colindantes con causes públicos tiene libertad de poner defensas contra las aguas en sus respectivas márgenes por medio de plantaciones, estacadas o revestimientos, siempre que lo juzguen conveniente. La administración podrá –previa conformación de un expediente- suspender tales obras y aún restituir las cosas a su anterior estado, cuando por las circunstancias amenacen  o causen perjuicios al desviar las corrientes de su curso natural, o produzcan inundaciones. La indemnización de los perjuicios que pudieran causarse correrán a cargo del dueño que ordenó la construcción de las defensas. Bajo ese orden de ideas, señala que la Municipalidad que representa levantó un expediente administrativo, contando para ello con el respectivo informe técnico, así como de inspección, lo cual deberá obtenerse previamente al traslado de cargos al infractor, para lo cual se designó ya a un profesional en la materia, y la inspección está programada para el 22 de octubre de 2003, a las nueve horas. Reitera que se desconocía el problema planteado por el recurrente, por lo que procederá conforme los artículos 89 de la Ley de Aguas y 55 de la Ley de Construcciones. Solicita que se declare sin lugar el recurso.

4.- Informa Hubert Steinvorth Sauter, en su condición de Apoderado Generalísimo de la Corporación de Desarrollo Agrícola del Monte S.A. (folio 191), que en el año 1998 el IDA compró al señor Jorge Garita la finca San Pancracio para distribuirla a pequeños agricultores, convirtiéndose en un asentamiento campesino. Para tal efecto, se determinó con base en estudios agrológicos realizados que las tierras reunían las condiciones adecuadas para desarrollar diversos cultivos, y para la cría de ganado. Al parcelarse dicha finca se beneficiaron aproximadamente 33 familias campesinas. Señala que la propiedad referida está ubicada en una zona con precipitaciones pluviales muy altas, y que la topografía del terreno ha tenido desde tiempos inmemoriales problemas de inundaciones por ubicarse en zonas depresionales e inundables de topografía plana (llanura), y su altitud sobre el nivel del mar (solamente 11 metros sobre el nivel del mar). Indica que cuando no se presentan trastornos climatológicos, en el asentamiento San Pancracio las aguas pluviales discurren en forma normal sin causar ningún tipo de alteración. Los daños aludidos por el recurrente se producen por fenómenos naturales totalmente fuera del control del hombre, como lo fue el caso de la inundación del mes de noviembre de 2002, evento que puso en peligro muchas vidas, afectando viviendas, cultivos, puentes y carreteras en toda la Región Atlántica, lo que dio motivo incluso a la declaratoria de Estado de Emergencia por parte del Poder Ejecutivo. Señala que históricamente la compañía que representa ha colaborado con la Municipalidad de Siquirres, el MOPT, la Comisión Nacional de Emergencias y otras entidades relacionadas, en la reparación del dique del Río Reventazón, y en otras obras tendientes a prevenir y mitigar el impacto de eventos sobre las poblaciones civiles de la zona. Sin embargo, afirma que en todas las obras, nunca se ha redireccionado el cauce natural de ningún río. Señala que las obras realizadas propiamente en plantaciones de su representada, obedecen al desarrollo de un sistema integrado de drenajes para la adecuada evacuación de las aguas pluviales de lo bananales, y hacerlas desembocar finalmente en los cauces de los ríos públicos, sin modificar o redireccionar sus cauces naturales. Ello implica también hacer reforzar bordas para evitar el rebalse del caudal que fluye por los canales en aras de proteger las zonas aledañas a éstas. Agrega que durante el año 2002 su representada no construyó ningún dique en los márgenes del cauce del Río Reventazón, ni el Pacuare, así como tampoco en quebradas naturales internas de las fincas. Tampoco ha desviado o transformado cauces naturales, ni ha redireccionado aguas hacia el Asentamiento San Pancracio. Después del evento de noviembre de 2002, los trabajos se limitaron a la reconstrucción de los diques ya existentes del río Reventazón, y reparar también el sistema de drenajes con el afán de hacer más eficiente la evacuación de las aguas de las precipitaciones locales. Indica que los trabajos de reparación tuvieron dos propósitos: a) restablecer el paso por la carretera o ruta nacional 806 que conduce de Siquirres a Carmen, San Pancracio, Marilan, Imperio y otras comunidades, y; taponear las violentas entradas de agua que la inundación provocó al romper los diques preexistentes, para proteger de anegación las comunidades supra citadas. Señala que el problema de inundación del Asentamiento, así como de las áreas vecinas es causado por el desbordamiento de los Ríos Reventazón y Pacuare, los cuales fluyen por vías de aguas existentes fuera de las propiedades de su representada. Señala que la Asociación Administradora del Asentamiento San Pancracio de Siquirres elaboró en julio de 2003 un estudio de reconocimiento geológico-ambiental en los alrededores del lugar, por medio de la empresa Geodesarrollos Ambientales de América, S.A., el cual aporta como prueba el recurrente. Sin embargo, en dicho estudio no se menciona a su representada, y concluye recomendando realizar un estudio hidrológico del río Pacuare al establecer que el Asentamiento se ubica dentro del área de influencia directa de la Finca Gigante, propiedad de COBAL. Luego de la inundación del Río Reventazón en el año 1970, y por iniciativa de la Municipalidad de Siquirres junto con el MOPT, se construyó el dique a la altura de Las Juntas que actualmente evita los desbordamientos en la margen derecha del Río Reventazón. Posteriormente, a finales de la década de los setenta, la Compañía COBAL reforzó el dique de Las Juntas y construyó otro dique aguas abajo para completar la obra integralmente. Por último, entre los años 1991 y 1994 el MOPT junto con JAPDEVA, la Municipalidad de Siquirres, Cobal, Bandeco y otros, completaron la construcción del complejo de diques sobre la margen derecha del Río Reventazón, para tratar de impedir los desbordamientos hacia su margen derecha, donde se ubica la llanura de inundación y el cauce del Río Aguas Zarcas. BANDECO no ha participado nunca en la construcción de diques sobre el Río Pacuare. Agrega que los diques han existido desde hace más de 30 años, construidos por el Gobierno de turno, y principalmente para la protección de las poblaciones civiles aledañas, entre las que se encuentran los centros de población de los trabajadores de las fincas bananeras, plantaciones, edificaciones y equipos administrativos y productivos. Niega que el nivel topográfico a que hace referencia el promovente, siempre se ha mantenido invariable; sin embargo, los terrenos del Asentamiento San Pancracio son depresionales e inundables, por lo cual históricamente la zona ha sufrido de inundaciones, y no la presencia de diques en los Ríos Reventazón y Pacuare. Para fundamentar sus afirmaciones cita el Estudio Hidrológico de las Cuencas de los Ríos Reventazón, Siquirres y Pacuare, publicado en octubre de 1996 por la Comisión Nacional de Emergencias, y la Fundación de la universidad de Costa Rica para la Investigación, a través del Convenio CNE-FUNDEVI. Insiste que ninguna de las dos fincas propiedad de la empresa que representa (Carmen e Imperio) desfogan sus aguas internas hacia el asentamiento San Pancracio; lo hacen en parte de la Quebrada Corona, parte hacia el río Aguas Zarcas, y parte hacia el Río Chiquerón, a través de un canal interno denominado Canal H. Afirma que durante el evento natural de noviembre de 2002, el Poder Ejecutivo decretó estado de emergencia de en la zona atlántica, lo que demuestra que las inundaciones no obedecen a la presencia de diques, sino a fenómenos naturales impredecibles. Afirma que las fincas de su representada también se vieron afectadas durante el evento referido, por lo que estima absurdo pensar que la misma empresa ponga en peligro sus propias plantaciones al construir diques y desviar los cauces originales de los ríos. Otro aspecto que estima influye en las inundaciones es el aumento en el nivel de aguas que el Río Reventazón ha tenido en los últimos años, ocasionado por el aumento en la acumulación de sedimentos en el lecho del río, que ha aumentado cinco metros en seis años, de manera que los niveles de agua que hoy debe llevar el río para desbordarse son muchísimo menores que los requeridos hace seis años, facilitándose la posibilidad de desbordes e inundaciones. Las condiciones de insalubridad aducidas por el amparado, son el resultado de las condiciones de drenaje pobre de los terrenos en que se asienta San Pancracio, lo que estima no es de ninguna manera imputable a su representada; incluso por ser considerada zona de alto riesgo, los entes financieros no autorizan créditos para el desarrollo en esa zona. Insiste que la construcción de los diques de los ríos Reventazón y Pacuare ha sido responsabilidad del Gobierno Central, el cual ha contado con la colaboración de algunas empresas privadas como su representada; asimismo, dichas estructuras se levantaron en el año 1970, cuando no eran requeridos estudios para tal efecto. Plantea las excepciones de falta de legitimación ad causam activa y pasiva, falta de competencia por razón de la materia, prescripción, falta de derecho y la genérica sine actione agit. Solicita que se declare sin lugar el recurso.

5.- Mediante escrito presentado en la Secretaría de la Sala a las siete horas cuarenta y seis minutos del 27 de noviembre de 2003, Franklin Robinson Barnaby, y Grace Argentina Arias Alvarado presentan gestión de coadyuvancia a favor del recurrente (folio 220).

6.- Por memorial presentado en la Secretaría de la Sala a las ocho horas cuarenta minutos del 16 de diciembre de 2003, Hubert Steinvorth Sauter, en su condición de apoderado de la Corporación de Desarrollo Agrícola Del Monte, S.A. (folio 229) aporta fotografía que muestra daños causados al dique del río Reventazón por la lluvia e inundaciones acaecidas durante ese mes en la zona atlántica. Indica que si se omitiera brindar reparaciones a los diques –en coordinación con autoridades municipales y nacionales-, tendría nefastas consecuencias sobre la población civil.

7.- Mediante escrito presentado ante la Secretaría de la Sala a las diez de la mañana del veinticuatro de diciembre de dos mil tres, el recurrente aporta fotografías de varias inundaciones, y lo que asegura es la construcción de diques por parte de la empresa Corporación de Desarrollo Agrícola Monte S.A. (folio 237).

8.- Mediante resolución de las diez horas treinta y siete minutos del dieciocho de diciembre de dos mil tres (folio 235), se otorgó audiencia a los Ministros de Salud, y de Ambiente y Energía, para que se refieran a los hechos alegados por el recurrente en el presente recurso de amparo (folio 235).

9.- Informa bajo juramento Carlos Manuel Rodríguez Echandi, en su condición de Ministro del Ambiente y Energía (folio 272), que las empresas Compañía Bananera Atlántica S.A. (COBAL), y Corporación de Desarrollo Agrícola del Monte (BANDECO), no han presentado proyecto alguno de diques en los márgenes de los cauces de los ríos Reventazón o Pacuare, para evaluación de impacto ambiental. Agrega que no tiene conocimiento de los demás reclamos planteados por el recurrente, ya que estima se trata de aspectos que están fuera de su competencia (folio 273).

10.- Informa bajo juramento María del Rocío Sáenz Madrigal, en su condición de Ministra de Salud (folio 274), que afirma que tuvo conocimiento de los hechos reclamados por el recurrente hasta la notificación de la resolución que dio curso al presente amparo. El 14 de enero de 2004, la Dirección del Area Rectora de Salud de Siquirres no ha recibido denuncia alguna interpuesta por el recurrente indicando los problemas sanitarios denunciados en el recurso de amparo. Señala que las empresas bananeras Compañía Bananera Atlántica S.A. (COBAL), y Corporación de Desarrollo Agrícola del Monte (BANDECO), cuentas con los respectivos Permisos de Funcionamiento del Ministerio de Salud, para el desarrollo industrial propio de su actividad, vigentes y extendidos por el nivel central del Ministerio de Salud. Señala que la Dirección del Area Rectora de Salud de Siquirres, a través de su Unidad de Protección al Ambiente Humano, ha realizado supervisiones a las empresas bananeras Corporación de Desarrollo Agrícola del Monte, y la Compañía Bananera Atlántica, en lo atinente a la observancia de los términos contemplados en la concesión de sus respectivos Permisos de Funcionamiento. Sin embargo, las empresas referidas no han presentado solicitud alguna para el movimiento de tierras, ni para la construcción de diques. Agrega que ese Ministerio no les ha concedido permiso para el movimiento de tierras ni para la construcción de diques. Según informe remitido mediante oficio UPAH-RPP-001-2004 del 14 de enero de 2004, el Area Rectora de Salud de Siquirres determinó la existencia de diques en los alrededores de la comunidad amparada, y por condiciones topográficas hay un canal que pasa por la comunidad y recoleta las aguas de las fincas bananeras de la Corporación de Desarrollo Agrícola del Monte, y 3 fincas de las Compañía Bananera Atlántica S.A. Asimismo, se observó que las empresas mencionadas realizaron movimientos de tierra, reconstruyeron algunos diques existentes e hicieron diques nuevos. Dichas obras fueron realizadas en zonas de riesgo de desbordamiento del río Pacuare colindante en parte con algunas fincas de la Compañía Bananera Atlántica Sociedad Anónima, y el río Reventazón, colindante en parte con algunas fincas de la Corporación de Desarrollo Agrícola Del Monte. Asimismo, las obras realizadas no contaron con los estudios técnicos de impacto ambiental correspondientes, ante la Secretaría Técnica Ambiental, según lo dispone la Ley N°7554 del 04-10-1995. A pesar de lo anterior, estima que corresponderá a los órganos técnicos pertinentes definir si los fenómenos de las inundaciones denunciadas en el presente recurso –fenómeno público y notorio-, fueron precipitadas por los movimientos de tierra y construcción de diques, o sus efectos –inundaciones- fueron acrecentados y magnificados por la realización de tales obras. Solicita que se declare sin lugar el recurso.

11.- Mediante memorial recibido en la Secretaría de la Sala a las quince horas veinticinco minutos del 25 de febrero de 2004, Francisco Clough Robinson, en su condición de apoderado generalísimo de Compañía Bananera Atlántica Limitada (folio 287), aporta copia de la resolución N°01-2003 de las diez horas del 29 de octubre de 2003, y del Informe IC-S1099-03 del 23 de octubre de 2003, en los que se determina que una inspección técnica realizada por ingenieros concluyó que los trabajos realizados por las firmas recurridas en el dique ubicado sobre la Quebrada La Mona, sirven de protección a una zona que siempre se ha visto afectada por inundaciones, ya que se encuentra ubicada entre los ríos más importantes que son Pacuare, Siquirres y Reventazón. Asimismo, se determinó que no se desprende riesgo actual a la seguridad de las personas, en el tanto dicho dique se muestra sólido.

12.- En los procedimientos seguidos se han observado las prescripciones legales.

Redacta la Magistrada Calzada Miranda; y,

Considerando:

I.- Hechos probados. De importancia para la decisión de este asunto, se estiman como debidamente demostrados los siguientes hechos, sea porque así han sido acreditados o bien porque el recurrido haya omitido referirse a ellos según lo prevenido en el auto inicial:

a) En 1998, El Instituto de Desarrollo Agrario compró la finca conocida como san Pancracio, ubicada en el Distrito Primero Siquirres, Cantón Tercero Siquirres, Provincia de Limón, y distribuyó las tierras en pequeñas parcelas, beneficiando aproximadamente a treinta y tres familias, formando de esta manera El Asentamiento Campesino San Pancracio (hecho no controvertido).

b) Mediante nota del 30 de enero de 2003, el Gerente de Servicios de Ingeniería de la Compañía de Desarrollo Agrícola del Monte, S.A., solicitó al Concejo Municipal de Siquirres permiso para rehabilitar la parte dañada de un dique sobre el Río Reventazón, realizando extracción de materiales (Documento Probatorio #13 adjunto).

c) Por memorial del 21 de febrero de 2003, el Alcalde Municipal de Siquirres solicitó al Director de Geología y Minas del MIANE, autorización para la extracción material con el fin de reparar el dique sobre el Río Reventazón (Documento Probatorio #13 adjunto).

d) Mediante oficio OPE473/03 de 21 de julio de 2003, el Coordinador de la Región Huetar Norte del Servicio Nacional de Aguas Subterráneas, Riego y Avenamiento, solicitó a la Municipalidad de Siquirres copia de los planos y demás estudios que las empresas bananeras formulan para desarrollar diques, pues estima que existe un inminente riesgo de afectación a los pobladores de las comunidades adyacentes (San Alberto y San Pancracio), por cuanto están quedando expuestos a los desbordamientos de los cauces hacia sus propiedades (folio 95).

e) Por memorial del 22 de abril de 2003, el supervisor de Manejo de Aguas de la compañía COBAL, solicitó permiso al Concejo Municipal de Siquirres para reparar los diques de protección de las fincas de esa empresa, al amparo de los Decretos de Emergencia del Ministerio de la Presidencia N°30059 del 15 de enero de 2002, y N°30866 del 6 de diciembre de 2002 (folio 169).

f) Mediante oficio IMN-DA-1342-03 del 29 de mayo de 2003, el Departamento de Aguas del Ministerio del Ambiente y Energía comunicó al recurrente que de acuerdo a sus registros las empresas COBAL Y BANDECO no tienen ningún trámite relacionado con la construcción de diques y desvío de aguas sobre el margen de los ríos Reventazón y Pacuare (folio 103).

g) Por solicitud de la Asociación Administradora del Asentamiento San Pancracio, ubicado en Siquirres, el 10 de junio de 2003, la empresa consultora ambiental denominada Geodesarrollos Ambientales de América S.A. (GEODESA), con registro de SETENA N°15-96, realizó una visita de inspección geológica a ese sitio, con el fin de determinar la influencia que puede tener sobre el Asentamiento, el manejo de las aguas pluviales de la finca bananera Gigante, propiedad de la empresa COBAL, concluyendo que dicho Asentamiento se ubica en una condición de vulnerabilidad al riesgo de inundación, por la ocurrencia de eventos hidrometeorológicos extraordinarios, debido a que está localizado dentro de la llanura de inundación del río Pacuare y está dentro del área de influencia directa de la Finca Gigante, propiedad de COBAL (folio 34).

h) Por oficio N°DASS-008-2004 del 12 de enero de 2004, la Directora del Area de Salud de Siquirres del Ministerio de Salud indica que las empresas bananeras recurridas cuentan con permisos de ese Ministerio en todas sus fincas, y se realizaron supervisiones durante el año 2003 (folio 280).

i) Por oficio N°DASS-009-2004 del 13 de enero de 2004, la Unidad de Protección al Ambiente Humano del Area Rectora de Salud de Siquirres indica que ninguna de las empresas accionadas han solicitado permiso alguno para el movimiento de tierras, ni para la construcción de diques (folio 281).

j) Mediante oficio UPAH/RPP-001-200 del 14 de enero de 2003 (sic), la Unidad de Protección Humano del Ministerio de Salud Pública, indica que durante una inspección realizada en la zona, se logró determinar que las empresas accionadas realizaron movimientos de tierra, reconstruyeron algunos diques existentes y levantaron nuevos. Las obras se realizaron en zonas de riesgo de desbordamiento del río Pacuare y el río Reventazón. Asimismo, las obras realizadas no contaron con los estudios técnicos de impacto ambiental (folio 282).

k) Mediante oficio IC-S10099 del 23 de octubre, el Ingeniero Guido Ruiz Benavides de La Unidad Técnica de Asistencia Municipal del Atlántico informó a la Municipalidad de Siquirres que según inspección realizada a la zona de los diques, éstos protegen una zona que siempre se ha visto afectada por inundaciones, ya que se encuentra ubicada entre los ríos más importantes: Pacuare, Siquirres y Reventazón, de manera que impide el paso de agua hacia la comunidad de San Pancracio; sin embargo, se estimó necesario contar con los estudios de la SETENA y el MINAE (folio 291).

l) Mediante resolución N°01-2003, del 29 de octubre de 2003, la Alcaldía Municipal de Siquirres acogió el informe técnico citado en el punto anterior, y ordenó a la empresa COBAL que presentara el dictamen de la SETENA y del Departamento de aguas del MINAE, sobre la construcción de los diques (folio 289).

II.- Sobre la admisibilidad del recurso. La Sala ha señalado en cuanto a la legitimación activa en casos en que se acuse la lesión al medio ambiente:

"En cuanto a la admisibilidad del recurso, es importante expresar que cualquier persona se encuentra, de conformidad con el artículo 89 en relación con el 21, 10 y 48 de la Constitución política y 33 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, para interponer el amparo en defensa del derecho a la conservación de los recursos naturales del país. A pesar de no existir un perjuicio directo y claro para el accionante como en el caso de un acto concreto del Estado en contra de un particular, todos los habitantes, en cuanto a las transgresiones al artículo, sufren un perjuicio en la misma proporción que si se tratara de un daño directo, por lo que se considera que existe en su favor un interés que los faculta a accionar para proteger ese derecho a mantener un equilibrio natural en el ecosistema." (Sentencia N°1700-93 de las 15:09 horas del 16 de abril de 1993).

 La jurisprudencia citada es aplicable en el presente caso, además el actor representa los intereses ecológicos de la comunidad de Siquirres, provincia de Limón, en consecuencia, el recurso es admisible. 
III.- Sobre las coadyuvancias. De conformidad con lo establecido en el artículo 34 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, las personas que tengan un interés legítimo en el resultado del amparo pueden presentarse como coadyuvantes, gestión que entiende la Sala es la que presentaron quienes suscribieron el escrito visible a folio 205 y siguientes del expediente. Como los gestionantes tienen un interés legítimo en las resultas de este amparo, al reclamar una lesión al medio ambiente, de conformidad con lo dispuesto en el párrafo tercero del artículo supra citado se les tiene como coadyuvantes, a favor del recurrente. 

IV.- Sobre la caducidad del amparo. Estiman los representantes de la Compañía Bananeras accionadas que en este caso debe operar la caducidad del amparo, en los términos del artículo 35 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, por cuanto consideran que los hechos señalados –las construcciones de diques y las inundaciones que se reclaman provocaron-, se produjeron en junio y diciembre del año 2002. El argumento es improcedente, porque el derecho a la salud deriva directamente del derecho a la vida (artículo 21 de la Carta Magna), y ni siquiera su propio titular puede renunciarlo, mientras que el de vivir en un ambiente equilibrado (ordinal 50 de la Constitución), es un derecho social, por su naturaleza irrenunciable conforme al artículo 74 ibídem. Por el contrario, la caducidad a que se refiere la norma citada de la ley de esta jurisdicción, es aplicable solamente a aquellos derechos puramente patrimoniales u otros cuya violación pueda ser válidamente consentida. 

V.- Sobre las excepciones. Los representantes de las compañías bananeras accionadas interponen excepciones de falta de legitimación ad causam activa y pasiva, falta de competencia por razón de la materia, falta de derecho y la genérica sine actione agit. En cuanto a ello, es preciso aclararles que tratándose de un proceso sumario, en el recurso de amparo no procede oponer excepciones. Estas se pueden interponer contra las acciones, pero no contra los recursos, de manera que lo procedente es rechazar las excepciones señaladas por los recurridos.

VI.- Objeto del recurso. El recurrente alega que la construcción de diques por parte de las compañías bananeras accionadas, en las márgenes de los ríos Pacuare y Reventazón -con el fin de proteger sus plantaciones de inundaciones-, provoca que dichos ríos manejen un caudal de aguas más grande que el que tenían hace unos años, lo que ocasiona que no sea posible la evacuación de las aguas en forma adecuada, provocando que el causal se devuelva e inunde las zonas aledañas, entre ellas el Asentamiento San Pancracio –donde habita-. Lo anterior con el agravante de que esas obras se realizaron sin estudios de impacto ambiental, y sin los respectivos permisos de las autoridades competentes.

VII.- Sobre el fondo. Esta Sala, en reiterada jurisprudencia ha manifestado la importancia de proteger el medio ambiente, según lo dispuesto en el artículo 50 de la Constitución Política, en que se tiene un verdadera disposición concreta que garantiza el derecho a un ambiente sano y lógicamente a su protección, además de dar una efectiva protección a los recursos hídricos, como en el caso que nos ocupa. Así, en sentencia número 1888-95 de las nueve horas dieciocho minutos del siete de abril de mil novecientos noventa y cinco,  dispuso:

      "III.- El derecho a un ambiente sano es un derecho fundamental derivado de los artículos 21, 50 y 89 de la Constitución Política, y la protección del medio ambiente resulta indispensable para la vida humana, ya que ésta se desarrolla dentro de un ecosistema que la sostiene. Así el derecho a un medio ambiente sano tiene como complemento y proclama el derecho de todo ser humano a disfrutar de un ambiente óptimo para el buen desarrollo de la vida humana, y la protección y conservación para las generaciones futuras de las bellezas naturales y demás patrimonio ecológico del país, de conformidad con los fines de índole cultural establecidos en el artículo 89 de la Constitución Política. Con fundamento en lo anterior, Costa Rica a nivel internacional, ha firmado convenciones para proteger ese derecho fundamental al ambiente sano.”

Asimismo, en el voto número 02-006711 de las once horas con cuarenta y cinco minutos del 5 de julio del 2002
 señaló:

“IV.- Esta Sala se ha referido a la necesaria inclusión de la  calidad ambiental, entre los parámetros de calidad de vida en la sociedad actual y ha tutelado el derecho a un medio ambiente sano y ecológicamente equilibrado, derecho fundamental consagrado en el artículo 50 de la Constitución Política. Es primordial recordar que durante muchos siglos el hombre creyó que debía dominar las fuerzas de la naturaleza y ponerlas a su servicio, ya que se consideraba, en alguna medida, que los recursos naturales eran inagotables y que la industrialización era per se un objetivo deseable, sin que se evaluara cuál sería el impacto de la actividad económica sobre el ambiente. De hecho, la división entre recursos naturales renovables y no renovables es moderna, pues aún la ciencia económica, que se preocupa de la administración del entorno para lograr la satisfacción al máximo de las necesidades humanas con recursos limitados, no incorporó el desgaste y deterioro del medio como herramienta del análisis económico, sino hasta en fecha muy reciente. El ambiente, por lo tanto, debe ser entendido como un potencial de desarrollo para utilizarlo adecuadamente, ya que en caso contrario, se degrada su productividad para el presente y el futuro y podría ponerse en riesgo el patrimonio de las generaciones venideras.  Los orígenes de los problemas ambientales son complejos y corresponden a una articulación de procesos naturales y sociales en el marco del estilo de desarrollo socioeconómico que adopte el país.  Por ejemplo, se producen problemas ambientales cuando las modalidades de explotación de los recursos naturales dan lugar a una degradación de los ecosistemas superior a su capacidad de regeneración, lo que conduce a que amplios sectores de la población resulten perjudicados y se genere un alto costo ambiental y social que redunda en un deterioro de la calidad de vida; pues precisamente el objetivo primordial del uso y protección del ambiente es obtener un desarrollo y evolución favorable al ser humano. La calidad ambiental es un parámetro fundamental de esa calidad de vida; otros parámetros no menos importantes son salud, alimentación, trabajo, vivienda, educación, etc., pero más importante que ello es entender que si bien el hombre tiene el derecho de hacer uso del ambiente para su propio desarrollo, también tiene el deber de protegerlo y preservarlo para el uso de las generaciones presentes y futuras, lo cual no es tan novedoso, porque no es más que la traducción a esta materia, del principio de la "lesión", ya consolidado en el derecho común, en virtud del cual el legítimo ejercicio de un derecho tiene dos límites esenciales: los iguales derechos de los demás y, por el otro, el ejercicio racional y el disfrute útil del derecho mismo. Así, como ya se dijo el derecho a la salud como a un ambiente libre de contaminación, sin el cual el primero no podría hacerse efectivo, son derechos fundamentales, de modo que, es obligación del Estado su protección, ya sea a través de políticas generales para procurar ese fin o bien, a través de actos concretos por parte de la Administración.  El desarrollo sostenible es una de esas políticas generales que el Estado dicta para ampliar las posibilidades de que todos puedan colmar sus aspiraciones a una vida mejor, incrementando la capacidad de producción o bien, ampliando las posibilidades de llegar a un progreso equitativo entre un crecimiento demográfico o entre éste y los sistemas naturales. Es el desarrollo sostenible, el proceso de transformación en la utilización de los recursos, orientación de las inversiones, canalización del desarrollo tecnológico, cambios institucionales y todo aquello que coadyuve para atender las necesidades humanas del presente y del futuro.” 
VIII.- En el caso que nos ocupa, del informe rendido por los funcionarios recurridos, los representantes de la compañías bananeras accionadas y la prueba que obra en autos, se tiene por acreditado que la Compañía Bananera del Atlántico Limitada (COBAL), realizó obras de reconstrucción y fortalecimiento de un dique ya existente, cuya función es impedir el paso de agua hacia las plantaciones de banano en los eventos de crecidas de los ríos, específicamente en la quebrada La Mona, la cual se ve tapada en su salida por el río Siquirres y éste a su vez por el río Pacuare, mismos que reciben aguas del río Reventazón.  Asimismo, sobre este último se tiene por acreditada la existencia de un complejo de diques sobre su margen derecha, construidos por iniciativa de la Municipalidad de Siquirres y varias instituciones gubernamentales, durante los últimos 30 años, aproximadamente. Luego de las inundaciones acontecidas durante los meses de noviembre y diciembre de 2002, varias secciones de esos diques se vieron dañadas, por lo que se observa que tanto COBAL como la Corporación de Desarrollo Agrícola del Monte S.A., solicitaron los permisos respectivos ante el ente municipal local, con el fin de realizar las reparaciones necesarias (folio 169 y documento adjunto #13). No obstante, el titular del Ministerio de Ambiente y Energía señala que ninguna de las corporaciones bananeras accionadas ha presentado proyectos de diques en los Ríos Reventazón o Pacuare, para evaluación de impacto ambiental. De igual modo, si bien es cierto –como se indicó anteriormente- se presentaron solicitudes para obtención de permisos ante el Concejo Municipal de Siquirres –que a su vez fueron tramitadas ante la Dirección General de Geología y Minas-; se aprecia que las reparaciones se realizaron, incluyendo los movimientos de tierras, sin la debida autorización de los funcionarios competentes. Preocupa aún más a la Sala el informe rendido por la Directora de la Unidad de Ambiente Humano del Area Rectora de Salud de Siquirres –con ocasión de una inspección al lugar-, quien señala que las empresas accionadas no solamente reconstruyeron diques existentes, sino también levantaron diques nuevos, en las zonas de riesgo de desbordamiento de los ríos Pacuare, y Reventazón, sin contar con los permisos correspondientes, ni los estudios técnicos de impacto ambiental (folio 282). 

IX.- Por ello, es evidente que la actuación de la compañías bananeras recurridas, no solo es contraria al ordenamiento jurídico, sino que constituye una lesión al derecho a la salud y un ambiente sano, consagrados en los artículos 21 y 50 de la Constitución Política. Lo anterior, no solamente por haber construido diques sin la autorización tanto del órgano estatal regulador en materia ambiental, como del gobierno local, sino también porque al no contar con estudios de impacto ambiental no es posible tener claro las repercusiones que una estructura de este tipo tiene en el comportamiento del río, existiendo la posibilidad de que aumente la capacidad hidráulica del cauce, y que de esta forma facilite las condiciones para que se produzcan inundaciones en las áreas adyacentes. Esta Sala no desconoce que el Asentamiento San Pancracio –donde habita el recurrente-, así como algunas fincas de las compañías recurridas –tal como Finca Gigante- se localizan dentro de la llanura de inundación de los Ríos Pacuare y Reventazón, y que ello aunado a las altas precipitaciones que caracterizan la zona, facilita inundaciones por el desbordamiento de dichos ríos. No obstante, precisamente la ausencia de los estudios técnicos de impacto ambiental impiden determinar si los efectos de tales inundaciones fueron acrecentados y magnificados por los movimientos de tierra y construcción de diques que, como se indicó en líneas anteriores realizaron las compañías bananeras citadas. Asimismo, resulta comprensible que estas compañías, realicen actuaciones en protección de su patrimonio, y de la actividad agropecuaria a la que se dedican; sin embargo, para ello deben velar por una efectiva implementación del concepto de desarrollo sostenible, y respetar el ecosistema; por lo que es absolutamente inaceptable que actúen omitiendo los trámites previstos por ley, poniendo en peligro el medio ambiente, así como la salud y la vida de los vecinos del lugar, al alterar de tal manera los recursos naturales.

X.- Por otra parte, la Sala concluye que en el caso bajo análisis, la infracción al derecho a la salud y a un ambiente ecológicamente equilibrado, es también imputable al Ministerio de Salud, al Ministerio de Ambiente y Energía, y a la Municipalidad de Siquirres, producto de la negligencia u omisión del ejercicio de las facultades de fiscalización exigidas por vía constitucional, y legal ordinaria, en cuanto a velar por la adecuada disposición de los recursos naturales, pues están en la obligación de verificar no sólo si procede o no la construcción de una estructura en ese lugar, a través de los estudios de impacto ambiental que correspondan, sino que dicha estructura, cumpla con todos los requisitos técnicos y legales necesarios, de previo a realizar su edificación. No obstante, la entidad municipal recurrida y los titulares de las carteras ministeriales supra citadas, se limitan a manifestar que no tuvieron conocimiento de la situación planteada por el recurrente, hasta la notificación del presente recurso. Analizando asuntos similares, la Sala ha dicho que no se puede aceptar que a los seres humanos se les niegue el derecho a un ambiente sano, el derecho a la salud, y como consecuencia el esencial a la vida, en razón de la incapacidad de las autoridades públicas para ejercer efectivamente las potestades de vigilancia otorgadas por ley, así como los instrumentos que el ordenamiento jurídico les otorga, con el fin de controlar las  acciones de terceros que atenten directamente contra tan importante derecho fundamental. En virtud de lo anteriormente expuesto, el presente recurso debe ser declarado con lugar en contra del Ministerio de Ambiente y Energía, del Ministerio de Salud  y de la Municipalidad de Siquirres.

Por tanto:
Se declara con lugar el recurso. En consecuencia se ordena a la Compañía Bananera del Atlántico Limitada (COBAL), a la Corporación de Desarrollo Agrícola del Monte S.A., que se abstengan de construir diques  realizar movimientos de tierras, así como desvío de aguas sobre las márgenes de los ríos Reventazón y Pacuare, hasta tanto cuenten con lo permisos correspondientes de las autoridades competentes. Asimismo, se ordena al Ministerio de Salud, al Ministerio de Ambiente y Energía, y a la Municipalidad de Siquirres, que realicen los estudios técnicos necesarios para determinar fehacientemente la incidencia de los diques, movimientos de tierra, y desvío de aguas efectuados por las compañías bananeras recurridas, sobre el medio ambiente, de lo cual deberá informar a la Sala en el improrrogable plazo de dos meses contado a partir de la notificación de la presente sentencia. Se condena a la Compañía Bananera del Atlántico Limitada (COBAL), a la Corporación de Desarrollo Agrícola del Monte S.A., al Estado y a la Municipalidad de Siquirres, al pago de las costas, daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo civil y de lo contencioso administrativo, respectivamente.
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